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con arreglo a la ordenanza general del
ejército que en el día rige, mientras
las Cortes no la varíen.

El Consejo de Regencia nombrará
los generales en jefe de los ejércitos y
fuerzas navales en ambos hemisferios;
pero si el nombramiento de éstos
como el de los virreyes, capitanes ge-
nerales de provincia y gobernadores
de plaza en la península y ultramar le
hará saber a las Cortes en sesión se-
creta antes de su publicación, a no ser
que interese el secreto en la provisión
de dichos empleos con respecto a la
península. También dará cuenta an-
tes de la publicación del nombra-
miento de intendentes por lo respec-
tivo de América y Asia.

Artículo 2."

El Consejo de Regencia pasará a
las Cortes cada mes un estado gene-
ral de los ejércitos en todos sus ra-
mos, sin dejar por eso de repetirlo en
el momento que ocurra alguna nove-
dad que merezca la atención del Con-
greso, si de ello no se siguiere algún
perjuicio al secreto que exija su na-
turaleza.

Artículo 3."

El Consejo de Regencia estará au-
torizado a tomar por sí, y sin comu-
nicarlo al Congreso, todas las medi-
das de seguridad interior y exterior
que crea convenientes y a reserva de
participarlo a las Cortes en tiempo
oportuno.

Artículo 4."

El Consejo de Regencia no podrá
mandar personalmente en cuerpo, ni
por ninguno de sus individuos, más
fuerza armada que la de su guardia
ordinaria. Ningún ascendiente ni des-
cendiente por línea recta de los indi-
viduos del Consejo de Regencia po-
drá ser general en jefe de un ejército.

Tendrálo entendido el Consejo de
Regencia para su cumplimiento, y lo
mandará imprimir, publicar y cir-
cular.

Real Isla de León, 16 de enero de
1811. Alonso Cañedo, presidente. Jo-
sé/ Martínez, diputado secretario. Jo-
sé/ Aznárez, diputado secretario. Al
Consejo de Regencia. Reg. fol. 32
y 37.

3. Constitución de Cádiz de 19 de marzo de 1812 (extracto).

TITULO IV
Del Rey

CAPITULO I
De la inviolabilidad del Rey,

y de su autoridad

Artículo 168

La persona del Rey es sagrada e in-
violable, y no está sujeta a respon-
sabilidad.

Artículo 169

El Rey tendrá el tratamiento de
Majestad Católica.

Artículo 170

La potestad de hacer ejecutar las
leyes reside exclusivamente en el Rey,
y su autoridad se extiende a todo
cuanto conduce a la conservación del
orden público en lo interior, y a la se-
guridad del Estado en lo exterior,
conforme a la Constitución y a las
leyes.

Artículo 171

Además de la prerrogativa que
compete al Rey sancionar las leyes y
promulgarlas, le corresponden como
principales las facultades siguientes:
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Primera. Expedir los decretos,
reglamentos e instrucciones que crea
conducentes para la ejecución de las
leyes.

Segunda. Cuidar de que en todo
el reino se administre pronta y cum-
plidamente la justicia.

Tercera. Declarar la guerra, y ha-
cer y ratificar la paz, dando después
cuenta documentada a las Cortes.

Cuarta. Nombrar los magistra-
dos de todos los tribunales civiles y
criminales, a propuesta del Consejo
de Estado.

Quinta. Proveer todos los em-
pleos civiles y militares.

Sexta. Presentar para todos los
obispados y para todas las dignidades
y beneficios eclesiásticos de real pa-
tronato, a propuesta del Consejo de
Estado.

Séptima. Conceder honores y
distinciones de toda clase, con arre-
glo a las leyes.

Octava. Mandar los ejércitos y
armadas, y nombrar los generales.

Novena. Disponer de la fuerza
armada, distribuyéndola como más
convenga.

Décima. Dirigir las relaciones di-
plomáticas y comerciales con las de-
más potencias, y nombrar los emba-
jadores, ministros y cónsules.

Undécima. Cuidar de la fabrica-
ción de la moneda, en la que se pon-
drá su busto y su nombre.

Duodécima. Decretar la inver-
sión de los fondos destinados a cada
uno de los ramos de la administración
pública.

Décimatercia. Indultar a los de-
lincuentes, con arreglo a las leyes.

Décimacuarta. Hacer a las Cor-
tes las propuestas de leyes o de refor-
mas, que crea conducentes al bien de
la Nación, para que deliberen en la
forma prescrita.

Décimaquinta. Conceder el pase,
o retener los decretos conciliares y
bulas pontificias con el consentimien-

to de las Cortes, si contienen dispo-
siciones generales; oyendo al Conse-
jo de Estado, si versan sobre negocios
particulares o gubernativos, y si con-
tienen puntos contenciosos, pasando
su conocimiento y decisión al supre-
mo tribunal de justicia, para que re-
suelva con arreglo a las leyes.

Décimasexta. Nombrar y separar
libremente los secretarios de Estado
y del Despacho.

Artículo 172

Las restricciones de la autoridad
del Rey son las siguientes:

Primera. No puede el Rey impe-
dir bajo ningún pretexto la celebra-
ción de las Cortes en las épocas y ca-
sos señalados por la Constitución, ni
suspenderlas ni disolverlas, ni en ma-
nera alguna embarazar sus sesiones y
deliberaciones. Los que le aconseja-
sen o auxiliasen en cualquiera tenta-
tiva para estos actos, son declarados
traidores, y serán perseguidos como
tales.

Segunda. No puede el Rey au-
sentarse del reino sin consentimiento
de las Cortes; y si lo hiciere se entien-
de que ha abdicado la corona.

Tercera. No puede el Rey enaje-
nar, ceder, renunciar o en cualquiera
manera traspasar a otro la autoridad
real, ni alguna de sus prerrogativas.

Si por cualquiera causa quisiere
abdicar el trono en el inmediato su-
cesor, no lo podrá hacer sin el con-
sentimiento de las Cortes.

Cuarta. No puede el Rey enaje-
nar, ceder o permutar provincia, ciu-
dad, villa o lugar, ni parte alguna, por
pequeña que sea, del territorio es-
pañol.

Quinta. No puede el Rey hacer
alianza ofensiva, ni tratado especial
de comercio con ninguna potencia
extranjera sin el consentimiento de
las Cortes.

Sexta. No puede tampoco obli-
garse por ningún tratado a dar subsi-
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dios a ninguna potencia extranjera sin
el consentimiento de las Cortes.

Séptima. No puede el Rey ceder
ni enajenar los bienes nacionales sin
consentimiento de las Cortes.

Octava. No puede el Rey impo-
ner por sí directa ni indirectamente
contribuciones, ni hacer pedidos bajo
cualquier nombre o para cualquiera
objeto que sea, sino que siempre lo
han de decretar las Cortes.

Noventa. No puede el Rey con-
ceder privilegio exclusivo a persona
ni corporación alguna.

Décima. No puede el Rey tomar
la propiedad de ningún particular ni
corporación, ni turbarle en la pose-
sión, uso y aprovechamiento de ella;
y si en algún caso fuere necesario para
un objeto de conocida utilidad co-
mún tomar la propiedad de un par-
ticular, no lo podrá hacer, sin que al
mismo tiempo sea indemnizado, y se
le dé el buen cambio a bien vista de
hombres buenos.

Undécima. No puede el Rey pri-
var a ningún individuo de su libertad,
ni imponerle por sí pena alguna. El
secretario del Despacho que firme la
orden, y el juez que la ejecute, serán
responsables a la Nación, y castiga-
dos como reos de atentado contra la
libertad individual.

Sólo en el caso de que el bien y se-
guridad del Estado exijan el arresto
de alguna persona, podrá el Rey ex-
pedir órdenes al efecto; pero con la
condición de que dentro de cuarenta
y ocho horas deberá hacerla entregar
a disposición del tribunal o juez com-
petente.

Duodécima. El Rey antes de con-
traer matrimonio dará parte a las
Cortes para obtener su consentimien-
to; y si no lo hiciere, entiéndase que
abdica la corona.

Artículo 173
El Rey en su advenimiento al tro-

no, y si fuere menor, cuando entre a
gobernar el reino, prestará juramen-

to ante las Cortes bajo la fórmula
siguiente:

«N. (aquí su nombre) por la gra-
cia de Dios y la Constitución de la
Monarquía española, Rey de las Es-
pañas; juro por Dios y por los santos
Evangelios que defenderé y conserva-
ré la religión católica, apostólica, ro-
mana, sin permitir otra alguna en el
reino: que guardaré y haré guardar la
Constitución política y leyes de la
Monarquía española, no mirando en
cuanto hiciere sino al bien y prove-
cho de ella: que no enajenaré, cederé
ni desmembraré parte alguna del rei-
no: que no exigiré jamás cantidad al-
guna de frutos, dinero ni otra cosa,
sino las que hubieren decretado las
Cortes: que no tomaré jamás a nadie
su propiedad y que respetaré sobre
todo la libertad política de la Nación,
y la personal de cada individuo: y si
en lo que he jurado, o parte de ello,
lo contrario hiciere, no debo ser obe-
decido; antes aquello en que contra-
viniere, sea nulo y de ningún valor.
Así Dios me ayude, y sea en mi de-
fensa; y si no, me lo demande.»

CAPITULO VI
De los Secretarios de Estado

y del despacho

Artículo 222
Los secretarios del despacho serán

siete, a saber:
El secretario del despacho de Es-

tado.
El secretario del despacho de la

Gobernación del Reino para la Pe-
nínsula e Islas adyacentes.

El secretario del despacho de la
Gobernación del Reino para Ultra-
mar.

El secretario del despacho de Gra-
cia y Justicia.

El secretario del despacho de Ha-
cienda.

El secretario del despacho de
Guerra.



1. La regulación del Gobierno en la España contemporánea 19

El secretario del despacho de Ma-
rina.

Las Cortes sucesivas harán en este
sistema de secretarías del despacho la
variación que la experiencia o las cir-
cunstancias exijan.

Artículo 22}

Para ser secretario del despacho se
requiere ser ciudadano en el ejercicio
de sus derechos, quedando excluidos
los extranjeros, aunque tengan carta
de ciudadanos.

Artículo 224

Por un reglamento particular apro-
bado por las Cortes se señalarán a
cada secretaría los negocios que de-
ban pertenecerle.

Artículo 225

Todas las órdenes del Rey deberán
ir firmadas por el secretario del des-
pacho del ramo a que el asunto
corresponda.

Ningún tribunal ni persona públi-
ca dará cumplimiento a la orden que
carezca de este requisito.

Artículo 226

Los secretarios del despacho serán
responsables a las Cortes de las órde-
nes que autoricen contra la Constitu-

ción o las leyes, sin que les sirva de
excusa haberlo mandado el Rey.

Artículo 227

Los secretarios del despacho for-
marán los presupuestos anuales de
los gastos de la administración públi-
ca, que se estime deban hacerse por
su respectivo ramo, y rendirán cuen-
tas de los que se hubieren hecho, en
el modo que se expresará.

Artículo 228

Para hacer efectiva la responsabili-
dad de los secretarios del despacho,
decretarán ante todas cosas las Cor-
tes que ha lugar a la formación de
causa.

Artículo 229

Dado este decreto, quedará sus-
penso el secretario del despacho; y las
Cortes remitirán al tribunal supremo
de Justicia todos los documentos con-
cernientes a la causa que haya de for-
marse por el mismo tribunal, quien la
sustanciará y decidirá con arreglo a
las leyes.

Artículo 230

Las Cortes señalarán el sueldo que
deban gozar los secretarios del des-
pacho durante su encargo.
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